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Sobre:  
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Irreparable) 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Candelaria Rosa y el Juez Cancio Bigas  
 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de diciembre de 2019. 

Comparece, por derecho propio, la Sra. María de Lourdes 

Borrés Otero (Sra. Borrés o apelante), y solicita que revoquemos una 

Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan (TPI), el 12 de septiembre de 2019. Mediante el referido 

dictamen, el TPI declaró ha lugar la Demanda de divorcio por 

ruptura irreparable presentada por el Sr. Gilberto Sepúlveda 

Figueroa (Sr. Sepúlveda o apelado) contra la apelante. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca la Sentencia apelada. 

I. 

Según surge del expediente, las partes contrajeron 

matrimonio el 7 de febrero de 2015, inscrito dicho acto en el Registro 

Demográfico. El 19 de julio de 2019, el Sr. Sepúlveda presentó, por 

medio de su representante legal, una Demanda de divorcio por la 

causal de ruptura irreparable contra la Sra. Borrés. Señaló que, 
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durante el matrimonio las partes no procrearon hijos; y que el 3 de 

febrero de 2015, el matrimonio suscribió la Escritura núm. 2 sobre 

Capitulaciones Matrimoniales, estableciendo separación de bienes, 

por lo que no aplica el régimen de la Sociedad de Bienes Gananciales 

al matrimonio habido entre las partes.  

Del emplazamiento diligenciado surge que la Sra. Borrés 

fue emplazada personalmente el 3 de agosto de 2019 en la 

siguiente dirección: Bo. Cupey Alto, Carr. 176, km 9.4, San 

Juan, Puerto Rico 00926. 

El 3 de septiembre de 2019, el Sr. Sepúlveda presentó una 

Moción Informativa y en Solicitud de Anotación de Rebeldía. Solicitó 

al TPI que emitiera un señalamiento y que se le anotara la rebeldía 

a la Sra. Borrés, en vista de que no había contestado la demanda.1  

Ese mismo día, la Sra. Borrés presentó, por derecho propio y 

sin someterse a la jurisdicción del TPI, una Moción Solicitando 

Prórroga mediante la cual solicitó 30 días adicionales para obtener 

representación legal y contestar la demanda. Alegó, además, que el 

emplazamiento no se hizo correctamente porque no se le 

entregó personalmente y certificó en dicho escrito que su 

dirección postal era: 139 Estancias de Lago, Caguas, Puerto 

Rico 00725-3363. Esto, en abierta contradicción de lo que surge 

del emplazamiento diligenciado. 

El 4 de septiembre de 2019, el TPI emitió una Orden mediante 

la cual señaló la vista de divorcio para el 12 de septiembre de 

2019, a las 9:00 am. Dicha orden fue notificada el 5 de 

septiembre de 2019 a la Sra. Borrés a la dirección que surge del 

emplazamiento: Bo. Cupey Alto, Carr. 176, km 9.4, San Juan, 

Puerto Rico 00926. No obstante, dicha notificación fue devuelta 

                                                 
1 Dicha información surge del expediente electrónico del caso, Moción Informativa 
y en Solicitud de Anotación de Rebeldía. 
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por el correo y recibida por el TPI el 12 de septiembre de 2019, a las 

4:43 pm.2 

El 9 de septiembre de 2019, el TPI emitió otra Orden 

mediante la cual denegó la solicitud de prórroga de la Sra. Borrés e 

indicó que la vista de divorcio estaba señalada para el 12 de 

septiembre de 2019, a las 9:00 am. En esta ocasión, la orden fue 

notificada a la dirección postal provista por la Sra. Borrés en su 

moción solicitando prórroga: 139 Estancias de Lago, Caguas, 

Puerto Rico 00725-3363. 

Así las cosas, la vista de divorcio se celebró en la fecha 

señalada. A dicha vista compareció el Sr. Sepúlveda, representado 

por su abogado. La Sra. Borrés no compareció. Allí, el TPI expuso 

que la Sra. Borrés fue debidamente emplazada el 3 de agosto de 

2019 y, tras transcurrir los términos de rigor sin que ésta hubiera 

comparecido, se le anotó la rebeldía. Acto seguido, el TPI procedió a 

escuchar el testimonio del Sr. Sepúlveda. Sometida la prueba (el 

Certificado de Matrimonio y copia de las capitulaciones 

matrimoniales), se declaró ha lugar la Demanda de divorcio.3 En 

consecuencia, ese mismo día el TPI dictó la Sentencia apelada en la 

que decretó roto y disuelto el vínculo matrimonial por la causal de 

ruptura irreparable. Ésta fue notificada al día siguiente. En su 

determinación, el TPI expresó que: 

[…] La demandada fue emplazada 
personalmente el 3 de agosto de 2019, según consta 
en el diligenciamiento del emplazamiento de igual 
forma surge que la Declaración Jurada del 
Emplazador fue el 3 de agosto de 2019, según obra del 
expediente. Por lo tanto, este emplazamiento personal 
fue realizado conforme la Regla 4.3 de procedimiento 
Civil de Puerto Rico, por lo que el Tribunal adquirió 
jurisdicción sobre la parte demandada. La parte 
demandada no ha contestado la demanda y ha 
transcurrido el término de ley para ello, por lo que se 
anota la Rebeldía […]. 

 

                                                 
2 Id., Notificación de 5 de septiembre de 2019. 
3 Dicha información surge del expediente electrónico del caso, Minuta de 12 de 

septiembre de 2019. 
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El 23 de septiembre de 2019, la Sra. Borrés presentó, por 

derecho propio y sin someterse a la jurisdicción del TPI, una Moción 

Solicitando Reconsideración, de la Orden emitida el 9 de 

septiembre de 2019. Alegó que no fue emplazada 

personalmente, ni por edicto. Tampoco tuvo conocimiento de 

la vista señalada para el 12 de septiembre de 2019 y que la 

primera notificación oficial recibida fue la Orden del 9 de 

septiembre de 2019, la cual recibió el mismo día de la vista. 

Solicitó, por tanto, que se le permitiera contestar la demanda y 

obtener representación legal. La moción fue juramentada por la Sra. 

Borrés. 

Dicha solicitud fue denegada por el TPI mediante una Orden 

emitida el 25 de septiembre de 2019. 

Luego, el 27 de septiembre de 2019, la Sra. Borrés presentó, 

por derecho propio y sin someterse a la jurisdicción del TPI, una 

Moción Solicitando Reconsideración de Sentencia y 

Determinación de Hechos Adicionales. Alegó que el TPI nunca 

adquirió jurisdicción sobre su persona por no haber sido emplazada 

debidamente, ni notificada oportunamente de la vista de divorcio 

celebrada el 12 de septiembre de 2019. En específico, indicó que el 

Sr. Sepúlveda ni su abogado se comunicaron con ella para 

notificarle sobre la fecha de la vista y cuál era su propósito. Expresó, 

además, que la primera notificación oficial que recibió fue la orden 

del TPI, la cual recibió el 12 de septiembre, el mismo día en que se 

celebró la vista de divorcio. Arguyó que el emplazamiento, contrario 

a lo que se desprende de su contenido, nunca le fue entregado 

personalmente, por lo cual el TPI nunca adquirió jurisdicción sobre 

su persona y, por ello, la sentencia dictada es nula. En fin, sostuvo 

que existe una controversia entre lo que declaró el emplazador y lo 

que ella afirma, lo cual, por ser un asunto de umbral, debe ser 

resuelto por el TPI luego de escuchar a las partes. 
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Ese mismo día, sin previa celebración de vista alguna, el TPI 

emitió una Orden declarando sin lugar la solicitud presentada por 

la Sra. Borrés. 

Inconforme, el 29 de octubre de 2019, la Sra. Borrés 

compareció ante este Tribunal de Apelaciones, por derecho propio, 

y en su recurso alega que el cometió los siguientes señalamientos 

de error: 

1. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
celebrar vista de divorcio en rebeldía y haber 
dictado sentencia pese a que la parte apelante 
había comparecido en el caso por lo que procedía, 
antes de celebrara la vista en rebeldía, notificar a 
la parte afectada de la misma conforme la Regla 
45.2 de Procedimiento Civil. 
 

2. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
no atender los señalamientos de que el 
emplazamiento no se efectuó conforme a derecho y 
dictar sentencia en ausencia de jurisdicción, por lo 
que la sentencia dictada es nula. 

 
3. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

anotar la rebeldía a la parte apelante y celebrar 
vista en rebeldía, pese a que ésta había 
comparecido y había presentado defensas. La 
anotación de rebeldía constituyó además un abuso 
de discreción, además de ser contrario a lo 
dispuesto en la Regla 45.1 de Procedimiento Civil. 

 

El apelado no compareció dentro del término reglamentario, 

por lo que procedemos resolver el recurso de epígrafe sin el beneficio 

de su posición. 

II. 

A. 

El emplazamiento es un procedimiento establecido en nuestro 

ordenamiento procesal civil y el mismo tiene orígenes 

constitucionales. Ello debido a que tiene como finalidad 

salvaguardar el derecho a un debido proceso de ley. Cónsono con lo 

anterior, es por medio del emplazamiento que no sólo se le notifica 

adecuadamente a la parte contraria las acciones en su contra, para 

que así tenga la oportunidad de ser oído y defenderse, sino que 

también le permite al tribunal adquirir jurisdicción sobre la persona 

del demandado. Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 863 
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(2005); León v. Rest. El Tropical, 154 DPR 249, 257-258 (2001); First 

Bank of P.R. v. Inmob. Nac., Inc., 144 DPR 901, 913 (1998); Peguero 

y otros v. Hernández Pellot, 139 DPR 487, 494 (1995). A esos efectos, 

nuestra jurisprudencia ha reiterado que el emplazamiento 

representa el paso inaugural del debido proceso de ley que viabiliza 

el ejercicio de la jurisdicción judicial y su adulteración constituye 

una flagrante violación al trato justo. Lucero v. San Juan Star, 159 

DPR 494, 507 (2003). 

Dado a la envergadura de este trámite procesal, es que 

nuestro ordenamiento exige un cumplimiento estricto de los 

requisitos establecidos por las Reglas de Procedimiento Civil 

para diligenciar el emplazamiento. De estos no satisfacerse el 

tribunal no adquirirá jurisdicción sobre la persona demandada. 

Lucero v. San Juan Star, supra; First Bank of P.R. v. Inmob. Nac., Inc., 

supra, pág. 914; Rodríguez v. Nasrallah, 118 DPR 93, 98-99 (1986). 

(Énfasis nuestro). 

Como se sabe, la Regla 4 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 4, es la que regula su expedición, forma, 

diligenciamiento, renuncia y publicación, en casos por edicto. Por 

responder al imperativo constitucional del debido proceso de ley, 

estas disposiciones son de estricto cumplimiento y no puede 

eximirse su observancia. (Énfasis nuestro). Sánchez Rivera v. 

Malavé Rivera, 192 DPR 854, 869 (2015); Cirino González v. Adm. 

Corrección et al., 164 DPR 855 (2005). 

En lo pertinente a la controversia ante nosotros, la Regla 4.4 

de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.4, dispone: 

El emplazamiento y la demanda se 
diligenciarán conjuntamente. Al entregar la copia de 

la demanda y del emplazamiento, ya sea mediante 

su entrega física a la parte demandada o 
haciéndolas accesibles en su inmediata presencia, 
la persona que lo diligencie hará constar al dorso de 

la copia del emplazamiento sobre su firma, la fecha, 

el lugar, el modo de la entrega y el nombre de la 
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persona a quien se hizo la entrega. El 
diligenciamiento se hará de la manera siguiente: 
 

(a) A una persona mayor de edad, 

entregando copia del emplazamiento y 

de la demanda a ella personalmente o a 

un(a) agente autorizado(a) por ella o 

designado(a) por ley para recibir un 

emplazamiento. […] (Énfasis nuestro). 

B. 

Por otra parte, el Tribunal Supremo de Puerto Rico (TSPR) ha 

reiterado que “el propósito del mecanismo de la rebeldía es 

desalentar el uso de la dilación como estrategia de litigación”. Rivera 

Figueroa v. Joe's European Shop, 183 DPR 580, 587 (2011). La 

anotación de rebeldía se define como la posición procesal en que se 

coloca la parte que ha dejado de cumplir un deber procesal o de 

ejercitar su derecho de defenderse. Rodríguez v. Rivera, 155 DPR 

838, 848 (2002). 

Sobre este mecanismo, el TSPR también ha señalado que: “El 

objeto de estas disposiciones procesales no es conferir una ventaja 

a los demandantes o querellantes para obtener una sentencia 

sin una vista en los méritos. Son normas procesales en beneficio 

de una buena administración de la función adjudicativa, dirigidas a 

estimular la tramitación diligente de los casos”. (Énfasis nuestro). 

J.R.T. v. Missy Mfg. Corp., 99 DPR 805, 811 (1971), citando a Díaz 

v. Tribunal Superior, 93 DPR 79, 87 (1966).  

La figura de la rebeldía está regulada por la Regla 45.1 de las 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 45.1, la cual dispone lo 

siguiente: 

Cuando una parte contra la cual se solicite una 
sentencia que concede un remedio afirmativo haya 
dejado de presentar alegaciones o de defenderse en 
otra forma según se dispone en estas reglas, y este 
hecho se pruebe mediante una declaración jurada o 
de otro modo, el Secretario o Secretaria anotará su 
rebeldía. 
 

El tribunal a iniciativa propia o a moción de 
parte, podrá anotar la rebeldía a cualquier parte 
conforme a la Regla 34.3(b)(3). 
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Dicha anotación tendrá el efecto de que se den 
por admitidas las aseveraciones de las alegaciones 
afirmativas, sujeto a lo dispuesto en la Regla 45.2(b). 
 

La omisión de anotar la rebeldía no afectará la 
validez de una sentencia dictada en rebeldía. 

 

Nótese que la anotación o denegatoria de anotación de una 

rebeldía depende de que se hayan satisfecho los requisitos que 

establece la referida Regla 45.1 de las de Procedimiento Civil, supra. 

Estos son: que la parte contra quien se reclama la anotación “haya 

dejado de presentar alegaciones o de defenderse en otra forma” en 

el término provisto, y que tal “hecho se pruebe mediante una 

declaración jurada o de otro modo”. De cumplirse estos requisitos el 

Secretario o la Secretaria del Tribunal deberá proceder con la 

anotación solicitada. 

Por su parte, la Regla 45.3 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 45.3, dispone que “el tribunal podrá dejar sin efecto 

una anotación de rebeldía por causa justificada, y cuando se haya 

dictado sentencia en rebeldía, podrá asimismo dejarla sin efecto de 

acuerdo con la Regla 49.2”. Por “causa justificada” debe entenderse 

que la parte podría presentar evidencia de circunstancias que a 

juicio del tribunal demuestren justa causa para la dilación. Rivera 

Figueroa v. Joe's European Shop, supra, pág. 592-593.  

Ejemplos de justa causa para levantar la anotación de 

rebeldía son los siguientes: 1) el demandando que reclama el 

levantamiento de una anotación de rebeldía puede probar que 

no fue debidamente emplazado al momento de la anotación; 2) 

un codemandado a quien se le haya anotado la rebeldía por 

alegadamente no haber contestado en el término, puede probar que 

sí había contestado y que la anotación de la rebeldía en su contra 

obedeció a una confusión por parte de la Secretaría del tribunal ante 

los múltiples codemandados en el expediente; y 3) el demandado 

presente evidencia de circunstancias que a juicio del tribunal 
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demuestren justa causa para la dilación, o probar que tiene una 

buena defensa en sus méritos y que el grado de perjuicio que se 

puede ocasionar a la otra parte con relación al proceso es 

razonablemente mínimo. Id. (Énfasis nuestro). 

Por último, el TSPR ha sido consistente con sus expresiones, 

a los efectos de que favorece que los casos se ventilen en sus 

méritos. Id., pág. 591. Así pues, aun cuando la Regla 45.3 exige 

justa causa, esta “se debe interpretar de manera liberal, 

resolviéndose cualquier duda a favor de que se deje sin efecto la 

anotación o la sentencia en rebeldía”. Id., pág. 592. (Énfasis 

suplido). 

III. 

Por estar relacionados discutiremos en conjunto los errores 

señalados por la apelante. Esta alega violaciones a su derecho al 

debido proceso de ley. Reitera que al no diligenciarse correctamente 

el emplazamiento sobre su persona y haberle hecho entrega de copia 

de dicho emplazamiento y de la demanda como exigen las Reglas de 

Procedimiento Civil, el TPI no adquirió jurisdicción sobre su 

persona. Por ello, arguye que la sentencia dictada es nula.  

Además, disputa que no fue notificada oportunamente de la 

vista de divorcio señalada para el 12 de septiembre de 2019, por lo 

cual no pudo asistir a la misma y efectuar sus planteamientos. Por 

último, expresó que el TPI abusó de su discreción al denegar la 

oportuna solicitud de prórroga sometida por ella, a pesar de en dicha 

moción haber alertado al foro de instancia sobre defectos en el 

emplazamiento y la falta de jurisdicción sobre su persona. 

Examinado el tracto procesal del presente caso, advertimos que el 

TPI incidió. 

Del emplazamiento diligenciado se desprende que la Sr. 

Borrés fue emplazada personalmente en la siguiente dirección: 

Bo. Cupey Alto, Carr. 176, km 9.4, San Juan, Puerto Rico 
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00926. Sin embargo, la Sra. Borrés alega que esto no es correcto. 

Sostiene que fue el Sr. Sepúlveda quien recibió el emplazamiento 

y la copia de la demanda dirigida a ella. Luego, éste lo dejó en la 

residencia que ella ocupaba en ese momento, para su conocimiento. 

Establecidas estas posiciones irreconciliables, existe una 

controversia de umbral respecto a si se diligenció el emplazamiento 

como exigen las Reglas de Procedimiento Civil y, por tanto, si el TPI 

adquirió jurisdicción sobre la apelante. 

Por otro lado, en el expediente electrónico obra copia de la 

Orden emitida el 4 de septiembre de 2019, en la cual el TPI señaló 

la vista de divorcio para el 12 de septiembre, a las 9:00 am. Dicha 

orden fue notificada a la Sra. Borrés el 5 de septiembre de 2019 a 

la dirección que surge del emplazamiento: Bo. Cupey Alto, Carr 

176, km 9.4, San Juan, Puerto Rico 00926. La apelante indica 

que ésta no es su dirección correcta. Por ello, en el expediente dicha 

orden aparece con una anotación que expresa que el documento fue 

devuelto con la “dirección correcta”, que surge del expediente, y que 

fue recibida por el TPI el 12 de septiembre de 2019, a las 4:43 pm. 

No obstante, otra orden de señalamiento emitida por el TPI el 9 

de septiembre de 2019, dirigida a la dirección correcta (139 

Estancias de Lago, Caguas, Puerto Rico 00725-3363), fue 

recibida por la Sra. Borrés, el mismo día pautado para la vista, 

12 de septiembre de 2019. Esto es, la Orden emitida el 9 de 

septiembre de 2019, que fue recibida, fue notificada a la dirección 

que certificó la Sra. Borrés en su moción de prórroga presentada el 

3 de septiembre de 2019.   

Ante estos hechos, el TPI debió, primero que nada, asegurarse 

que la dirección provista por el Sr. Sepúlveda, y que constaba en el 

emplazamiento diligenciado, era la dirección correcta de la apelada. 

Es decir, en aras de salvaguardar el debido procedimiento de ley de 

la Sra. Borrés, el TPI debió, cuando menos, inquirir sobre si, 
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efectivamente, la dirección que se le proveyó pertenecía a la Sra. 

Borrés. Ante la controversia establecida en torno al diligenciamiento 

del emplazamiento sobre la persona de la Sra. Borrés, el TPI no debió 

conformarse y darle entero crédito a la declaración jurada del 

emplazador. Menos aún, cuando tenía ante sí evidencia que, como 

cuestión de realidad, sembraba dudas sobre si la dirección utilizada 

por éste para diligenciar el emplazamiento era la dirección correcta 

de la Sra. Borrés. Nótese que la Moción de Reconsideración 

presentada por ésta, en la cual hizo constar que el emplazamiento 

no se le entregó personalmente, también fue bajo juramento. Es 

decir, el TPI debía asegurarse de que el mecanismo utilizado para 

emplazar a la apelante tenía una probabilidad razonable de 

notificarle de la acción en su contra y brindarle la oportunidad de 

ser oído y defenderse. Para ello, el TPI debió celebrar una vista 

evidenciaria para poder determinar si adquirió jurisdicción sobre la 

apelante. No obstante, optó por dirimir este asunto sin contar con 

los mejores elementos de juicio. Al así actuar, erró. 

Reiteramos, el adecuado diligenciamiento del emplazamiento 

constituye un imperativo constitucional del debido procedimiento de 

ley, por lo que se exige un cumplimiento estricto cuando de cumplir 

con sus requisitos se trata. Además, el emplazamiento constituye el 

medio por el que los tribunales adquieren jurisdicción sobre la 

persona del demandado, de forma tal que éste quede obligado por el 

dictamen finalmente emitido.  

Esto, unido a que, aun cuando la Regla 45.3 de Procedimiento 

Civil, supra, exige justa causa, se debe interpretar de manera liberal, 

resolviéndose cualquier duda a favor de que se deje sin efecto la 

anotación o la sentencia en rebeldía, nos obliga a concluir que la 

duda creada por los hechos reseñados debió ser causa suficiente 

para mover la discreción del TPI a favor de la parte que se opone a 

la sentencia dictada en rebeldía. Después de todo el propósito de la 
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referida regla no es conferir una ventaja a los demandantes que les 

permita obtener una sentencia sin una vista en los méritos.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Sentencia 

dictada en rebeldía por el TPI el 12 de septiembre de 2019. Se 

devuelve el caso al TPI para que continúen los procedimientos de 

manera consistente con lo aquí resuelto. En particular, se ordena al 

TPI que celebre una vista evidenciaria donde se les brinde 

oportunidad a las partes de ser escuchadas y, así, dilucidar si 

adquirió o no jurisdicción sobre la apelante. El TPI proveerá, 

oportunamente, sobre el curso a seguir en el caso, una vez 

adjudique el asunto sobre su jurisdicción sobre la persona de la 

apelante. 

El TPI deberá notificar a la apelante a la siguiente dirección. 

Esta es: 139 Estancias de Lago, Caguas, Puerto Rico 00725-

3363.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís   

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


